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OPINIÓN N.° 004-2006/GTN

Entidad: 
Gobierno Regional de Piura
Asunto: 
Aprobación de presupuestos adicionales por mayores metrados
Referencia:
Oficios N.º 830-2005/GRP-402000-G-402400-402420 y N.º 965-2005/GRP-402000 
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Subgerente Regional Morropón – Huancabamba del Gobierno Regional de Piura, en lo sucesivo la Entidad, realiza una consulta en el marco de la vigencia del derogado Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, que fuera aprobado mediante Decreto Supremo N.º 012-2001-PCM, y su Reglamento, que fuera aprobado mediante Decreto Supremo N.º 013-2001-PCM, normas que, para efectos de la presente consulta, denominaremos “la Ley” y “el Reglamento”, respectivamente
.

2. CONSULTA
La Entidad consulta si es legalmente procedente aprobar y cancelar presupuestos adicionales por mayores metrados, que le son requeridos a las Entidades por los contratistas, cuando ha vencido el plazo de ejecución de las obras públicas, ya sea que las mismas se encuentren en la etapa de recepción de la obra o liquidación del contrato, y en donde la incidencia de dichos presupuestos adicionales no supera el 10% del monto del contrato original.
3. ANÁLISIS
Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del vigente Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado y el procedimiento 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos de CONSUCODE
, las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
3.1 En principio, el artículo 42° de la Ley implementa el tratamiento legal de los adicionales en los contratos del Estado derivados de procesos de selección, disponiendo que la Entidad podrá ordenar y pagar directamente la ejecución de prestaciones adicionales en caso de obras hasta por el quince por ciento (15%)
 de su monto, siempre que sean indispensables para alcanzar la finalidad del contrato.
La norma citada se enmarca dentro de las denominadas cláusulas exorbitantes que caracterizan a los regímenes jurídicos especiales de derecho público, como es el que subyace a las contrataciones y adquisiciones del Estado, en las que la administración pública ocupa un lugar privilegiado frente a su co-contratante, a diferencia de la contratación privada, en la que las partes tienen una posición de igualdad una frente a la otra. En esa línea, la ejecución de prestaciones adicionales implica la existencia del poder con que cuenta la Administración de modificar los contratos administrativos
, potestad que supone un quiebre a la regla de la obligatoriedad de lo convenido por la partes y, a la vez, significa que las prestaciones deberán ajustarse a las necesidades del interés general, cuya determinación corresponde, en principio, a una de las partes contratantes: la Administración
.
3.2 Ahora bien, el artículo 135° del Reglamento dispone que para alcanzar la finalidad del contrato y mediante resolución previa, el Titular del Pliego o la máxima autoridad administrativa de la Entidad, según corresponda, podrá disponer la ejecución de prestaciones adicionales, para lo cual deberá contar con la asignación presupuestal necesaria u ordenar la reducción de dichas prestaciones. 
Asimismo, el artículo 159° del mismo cuerpo normativo establece que sólo procederá la ejecución de obras adicionales cuando se cuente previamente con resolución del Titular del Pliego o la máxima autoridad administrativa de la Entidad y en los casos en que su valor, restándole los presupuestos deductivos, no superen el quince por ciento (15%) del monto total del contrato original.

3.3 En lo que respecta a las normas de control gubernamental, el numeral 1.2 de las Disposiciones Generales de la Directiva N.° 012-2000-CG/OATJ sobre autorización previa a la ejecución y pago de presupuestos adicionales de obra pública, aprobada mediante la Resolución de Contraloría N.º 260-2000-CG  y modificada por la Resolución de Contraloría N.° 036-2001-CG, establece que las obras adicionales deben ejecutarse sólo cuando se cuente previamente con la Resolución aprobatoria del Titular del Pliego o la máxima autoridad administrativa de la entidad, y cuando el monto del presupuesto adicional supere el 15% del monto total del contrato original, requerirá adicionalmente contar con la autorización expresa de la Contraloría General de la República, siendo que las obras ejecutadas sin cumplir dichos requisitos no generan derecho alguno a favor del contratista por cuenta del Estado. 

Así también, su numeral 2 prescribe que, para los fines del control gubernamental, es presupuesto adicional de obra el mayor costo originado por la ejecución de trabajos complementarios y/o mayores metrados no considerados en las bases de licitación o en el contrato respectivo, y que son indispensables para alcanzar la finalidad del contrato.
Por su parte, el numeral 1 del acápite 600-11 de las Normas Técnicas de Control Interno para el Sector Público, aprobadas mediante Resolución de Contraloría N.° 072-98-CG, dispone que el procedimiento para la aprobación de presupuestos adicionales de obras en las entidades exige la expedición de la resolución aprobatoria correspondiente. 

3.4 En ese orden de ideas, las prestaciones adicionales suponen la ejecución de prestaciones originalmente no previstas en el contrato pero que resultan necesarias para que éste cumpla con la finalidad para la que fue celebrado. Es así que, considerando que las prestaciones adicionales, que implican necesariamente la ejecución de presupuestos adicionales, se encuentran fuera del alcance original del contrato e involucrarían la erogación de mayores recursos públicos, su ejecución requiere necesariamente la autorización previa de la Entidad, a través del Titular del Pliego o de la máxima autoridad administrativa, mediante acto administrativo expreso; siendo que dicha autorización, además de crear unilateralmente obligaciones para la contraparte, es indispensable para exigir la mencionada ejecución.
En consecuencia, no resulta procedente la aprobación de prestaciones adicionales, que involucre presupuestos adicionales, con posterioridad a la ejecución de las mismas, y menos aún cuando la obra se encuentre en etapa de recepción o liquidación, puesto que la aprobación previa por parte de la Entidad es una condición necesaria para la ejecución de los adicionales de obra, tal como lo expresan claramente las normas antes citadas. Admitir lo contrario, es decir, la aprobación de adicionales en “vía de regularización”, implicaría contravenir las normas de contratación pública y de control gubernamental, con la consecuente responsabilidad administrativa que ello conlleva.
No obstante, sí resulta amparable la aprobación de adicionales cuando a pesar de haberse vencido el plazo de ejecución de la obra el contrato aún no se encuentra concluido; para lo cual necesariamente la aprobación por parte de la Entidad deberá efectuarse previamente a su ejecución, debiendo las prestaciones u obras adicionales ser indispensables para garantizar la finalidad del contrato y no superar en su conjunto el diez (10%) del monto total del contrato original.
3.5 Ahora bien, habiéndose esclarecido la oportunidad en la que debe aprobarse la ejecución de prestaciones adicionales, corresponde determinar si los mayores metrados de obra suscitados en contratos de obra bajo el sistema de precios unitarios constituyen a su vez prestaciones u obras adicionales, ello en concordancia con lo dispuesto en las normas de contratación pública.
Al respecto, conforme a lo señalado en el artículo 45° del Reglamento, en el sistema de precios unitarios, el postor formula su propuesta ofertando precios, tarifas o porcentajes en función de las partidas o cantidades referenciales contenidas en las Bases, y que se valorizan con relación a su ejecución real, así como por un determinado plazo de ejecución. 
Sin embargo, en la ejecución contractual propiamente dicha puede darse la necesidad, para efectos de cumplir la finalidad del contrato, de ejecutar mayores metrados no considerados originalmente en las Bases, en el expediente técnico o en el contrato. Estos mayores metrados, si bien guardan relación con las partidas consignadas en el presupuesto referencial, implican una variación respecto de lo pactado inicialmente y representan un mayor costo para la Entidad, por lo que efectivamente constituyen prestaciones adicionales u obras adicionales tal como se señala en el Reglamento.
3.6 Por estas consideraciones, en el caso planteado por la Entidad, no resulta procedente aprobar presupuestos adicionales por mayores metrados en el supuesto que la obra se encuentre en la etapa de recepción o liquidación, puesto que al constituir los mismos prestaciones u obras adicionales es necesario que previamente a su ejecución, la Entidad, a través del Titular del Pliego o de la máxima autoridad administrativa, efectúe la aprobación de los adicionales, situación que es de imposible configuración en los contratos concluidos.
4.
CONCLUSIONES

4.1. Los mayores metrados de obra suscitados en contratos de obra bajo el sistema de precios unitarios constituyen prestaciones u obras adicionales a las considerados originalmente en las Bases, en el expediente técnico o en el contrato, toda vez que si bien guardan relación con las partidas consignadas en el presupuesto referencial, implican una variación respecto de lo pactado inicialmente y representan una mayor erogación de gastos públicos por parte de la Entidad.
4.2. Resulta amparable la aprobación de adicionales cuando a pesar de haberse vencido el plazo de ejecución de la obra el contrato aún no se encuentra concluido; para lo cual necesariamente la aprobación por parte de la Entidad deberá efectuarse previamente a su ejecución, debiendo las prestaciones u obras adicionales sean indispensables para garantizar la finalidad del contrato y no superar en su conjunto el diez (10%) del monto total del contrato original.
4.3. No resulta procedente aprobar presupuestos adicionales por mayores metrados en el supuesto que el plazo de ejecución de la obra haya vencido, ya sea que se encuentre en la etapa de recepción de la obras o liquidación del contrato, puesto que al constituir los mismos prestaciones u obras adicionales es necesario que previamente a su ejecución, la Entidad, a través del Titular del Pliego o de la máxima autoridad administrativa, efectúe la aprobación de los adicionales a través del acto administrativo que corresponda, situación que es de imposible configuración en los contratos concluidos. Admitir lo contrario, es decir, la aprobación de adicionales en “vía de regularización”, implicaría contravenir las normas de contratación pública y de control gubernamental, con la consecuente responsabilidad administrativa que ello conlleva.
Jesús María, 20 de enero de 2006
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� 	Cabe precisar que el 29 de diciembre de 2004 entró en vigencia el nuevo Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM, así como su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM.  





� 	Aprobado por Decreto Supremo N.º 127-2002-PCM.





� Dicho porcentaje fue modificado por la Tercera Disposición Final de la Ley N.° 28128, Ley del Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2004, aplicable a la consulta que nos ocupa. La presente disposición prescribe que sólo procederá la ejecución de obras adicionales cuando se cuente previamente con disponibilidad presupuestal, con resolución del Titular del Pliego o la máxima autoridad administrativa de la Entidad y en los casos en que su valor, restándole los presupuestos deductivos vinculados a tales adicionales, no superen el diez por ciento (10%) del monto total del contrato original.





Para el caso de las obras adicionales que superen el diez por ciento (10%) del contrato original, luego de ser aprobadas por el Titular del Pliego o la máxima autoridad administrativa de la Entidad, según corresponda, requieren contar previamente, para su ejecución y pago, con la disponibilidad presupuestaria y la autorización expresa de la Contraloría General de la República.
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